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mado en la citada STC 64/1999, de 24 de junio, que
«la Constitución en ese precepto —art. 125 CE— abre
a la ley un amplio espacio de disponibilidad, sin precisa
limitación, para que en relación con determinados ámbi-
tos jurisdiccionales o tipos distintos de procesos la acción
popular pueda, o no, establecerse». Y en atención a tales
circunstancias este Tribunal ha declarado que «es per-
fectamente adecuado a dicho precepto constitucional
que en determinados procesos no exista tal acción».

Al hilo del argumento de que la acción popular sólo
existe cuando la ley la establece, sin que su existencia
venga inexorablemente ligada a un imperativo del dere-
cho de tutela judicial efectiva, señalamos entonces, y
ahora reproducimos, que corresponden al ámbito de la
legalidad ordinaria, las cuestiones relativas a si en el
marco del proceso penal militar, regido por las Leyes
Orgánica 4/1987 y 2/1989, tiene o no cabida dicha
acción. Es, por tanto, atribución de los Jueces y Tribu-
nales ordinarios discernir si es aplicable en ese ámbito
supletoriamente la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en
razón de lo dispuesto en la Disposición adicional primera
de la última de las leyes, y determinar la eventual com-
patibilidad entre la regulación de la acción popular en
aquélla y la Ley Orgánica 2/1989, sin que nuestro con-
trol de las decisiones judiciales pueda ir más allá de
comprobar si adolece, o no, de falta de fundamento o
error patente.

3. Es reiterada la doctrina de este Tribunal en el
sentido de que las decisiones judiciales, en todos los
grados jurisdiccionales y cualesquiera que sean su con-
tenido, sustantivo o procesal, y su sentido, favorable o
desfavorable , han de exteriorizar el proceso mental que
ha llevado a la parte dispositiva. En este caso el examen
de las resoluciones recurridas evidencia que se trata de
resoluciones razonadas, sobre cuya corrección en el pla-
no de la legalidad debemos eludir todo pronunciamiento,
como no sea el de rechazar que adolezcan de ninguno
de los vicios propios de nuestro control.

Al contrario de lo que sostiene el demandante en
sus alegaciones al presente recurso, en las que habla
de una interpretación más favorable al ejercicio de la
acción popular en el proceso penal militar, hay que res-
ponder que «no es irrazonable entender —del mismo
modo en que también así ha sido entendido por el Fiscal—
que tanto la LECrim como la Ley Orgánica 2/1989, regu-
lan una sola acción penal (no dos, particular y popular)
y, por ello, tampoco puede serlo interpretar, como lo
han hecho las resoluciones impugnadas, que el régimen
de la acción popular establecido en la LECrim no puede
aplicarse como supletorio de lo establecido en la Ley
Orgánica 2/1989, al resultar incompatibles dada la dis-
tinta amplitud con que una y otra norma regulan el ámbi-
to de los legitimados para ejercer la acción penal» (STC
64/1999, de 24 de junio, FJ 5).

Y es que, en definitiva, el principio hermenéutico pro
actione no puede ser utilizado para decidir si la acción
existe o no. El ámbito en el que dicho principio opera
con intensidad es el de la hora de acceder al sistema
judicial para resolver, precisamente, los problemas del
enjuiciamiento que puedan recibir las normas obstacu-
lizadoras o impeditivas del acceso a la jurisdicción, pero
no el de la decisión del problema previo sobre si la acción
existe o no, que es el que se suscita y resuelve en este
proceso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de noviembre de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

321 Sala Primera. Sentencia 281/2000, de 27 de
noviembre de 2000. Recurso de amparo
2.142/1997. Promovido por doña Pilar del
Castillo Avilés frente a la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, que desestimó
su demanda contra el Ministerio de Economía
y Hacienda, sobre indemnización relacionada
con la amnistía de 1977. Supuesta vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva
(resolución fundada en Derecho): duración de
la prisión sufrida por el marido de la deman-
dante.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.142/97, promovido
por doña Pilar del Castillo Avilés, representada por el
Procurador don José Pérez Fernández Turégano y asis-
tida por la Letrada doña María del Carmen Tineo Gar-
cía-Zarco, contra la Sentencia de 4 de abril de 1997
de la Sección Novena de la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
Han intervenido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado. Ha sido Ponente la Magistrada doña María Emilia
Casas Baamonde, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante el Juzgado de guardia
de Madrid el 19 de mayo de 1997, don José Pérez
Fernández Turégano, Procurador de los Tribunales, en
nombre de doña Pilar del Castillo Avilés, interpuso recur-
so de amparo contra la Sentencia de 4 de abril de 1997
de la Sección Novena de la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
que desestimó el recurso interpuesto por la demandante
de amparo contra la Resolución de la Dirección General
de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Minis-
terio de Economía y Hacienda de fecha 14 de diciembre
de 1992, desestimatorio de la petición de indemnización,
y que estimó el recurso interpuesto contra el Acuerdo
del Subdirector General de Recursos de dicho Ministerio
de fecha 21 de junio de 1994, que inadmitió el recurso
de alzada interpuesto contra el anterior.



BOE núm. 4. Suplemento Jueves 4 enero 2001 25

2. Los hechos más relevantes para la resolución del
presente amparo, sucintamente expuestos, son los
siguientes:

a) La recurrente, en calidad de viuda de don Agustín
Chamorro Almendros y dado que éste había estado en
prisión al haber sido condenado por delito de adhesión
a la rebelión militar, solicitó, en escrito presentado el
29 de octubre de 1990 ante el Ministerio de Economía
y Hacienda, la indemnización prevista en la Disposición
adicional decimoctava de la Ley 4/1990, de 29 de junio,
de Presupuestos Generales del Estado, a favor de quienes
hubieran sufrido prisión como consecuencia de los
supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de
octubre, de amnistía.

b) La Dirección General de Costes de Personal y
Pensiones Públicas desestimó la petición en Resolución
de 14 de diciembre de 1992, al no considerarse acre-
ditado que don Agustín Chamorro hubiera sufrido prisión
en establecimiento penitenciario por tiempo igual o supe-
rior a tres años, como exige la Ley 4/1990 para poder
causar derecho a la indemnización. En tal sentido, se
afirma, en primer término, que sólo se ha acreditado
como tiempo de privación de libertad en establecimiento
penitenciario desde el 22 de mayo de 1939 hasta el
18 de marzo de 1942 y, en segundo lugar, que no «pue-
den ser considerados los períodos de tiempo que el cau-
sante haya estado en prisión atenuada, libertad condi-
cional o situaciones similares previstas en la legislación
penal y penitenciaria, en tanto que en tales supuestos
no se cumple el requisito exigido por la Disposición Adi-
cional decimoctava de la Ley 4/1990, cual es el haber
estado “privado de libertad en Establecimientos Peni-
tenciarios”».

c) Contra la citada resolución recurrió la demandan-
te en alzada, alegando que don Agustín Chamorro había
estado en prisión más de tres años: desde el 22 de
mayo de 1939 hasta 1945. De un lado, el documento
de notificación de la conmutación de la pena inicialmente
impuesta —30 años— por la de 12 años, de fecha 2
de enero de 1942, acreditaría que en dicha fecha se
encontraba en la prisión de Mérida «lógicamente privado
de libertad, cumpliendo su condena», pues en dicho
documento consta que la notificación se efectúa en la
citada prisión. De otra parte, consta documento de 16
de mayo de 1945 acreditativo de que don Agustín Cha-
morro había cumplido en ese momento la mitad de su
condena de 12 años, es decir, seis años de privación
de libertad.

d) Por Resolución de 21 de junio de 1994 del Sub-
director General de Recursos del Ministerio de Economía
y Hacienda se inadmitió el recurso de alzada interpuesto
por considerarse extemporáneo.

e) La demandante interpuso recurso contencio-
so-administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, reiterando los fundamentos del recurso de
alzada y argumentando la temporaneidad de su presen-
tación. El Tribunal Superior de Justicia de Madrid estimó
parcialmente el recurso en el sentido de admitir que
el recurso de alzada no era extemporáneo y desestimó
la pretensión en lo referente a la pertinencia de la indem-
nización. La Sentencia de 4 de abril de 1997, en su
fundamento jurídico quinto, razona que don Agustín Cha-
morro no estuvo en prisión los tres años requeridos por
la Ley 4/1990, pues consta que éste quedó en libertad
condicional cumpliendo la pena privativa de libertad en
situación de destierro el 18 de marzo de 1942. En este
contexto, afirma que el certificado del Presidente de la
Junta de Libertad Vigilada de 16 de junio de 1945 corro-
bora este hecho, dado que en él no se afirma que el

marido fallecido de la actora estuviera en prisión en esa
fecha, sino que se le autorizaba a trasladar a Madrid
su residencia. Este dato, unido a que dicha Resolución
fue emitida por el Juez de Libertad Vigilada y no por
un Juez o Autoridad Penitenciaria, sería congruente con
el certificado emitido por la prisión de Ocaña I, de 10
de marzo de 1994, en el que se señalaba que don Agus-
tín Chamorro había sido excarcelado el 18 de marzo
de 1942 «por libertad con destierro».

3. La demandante de amparo alega la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 CE), argumentando que la Resolución recurrida
incurrió en errores manifiestos causantes de indefensión.
De un lado, al no considerar acreditado que don Agustín
Chamorro estuvo en prisión más de tres años, pues de
los documentos obrantes en el expediente administrativo
deriva que el 2 de enero de 1944 se encontraba en
la prisión de Mérida (Badajoz) y que cumplió la mitad
de la pena privativa de libertad (seis años). Este error
sería consecuencia de que el Tribunal no habría valorado
el documento núm. 4 obrante en el expediente admi-
nistrativo, en el cual el Juez Militar de Ejecutorias le
comunica al penado la conmutación de la pena de treinta
años de reclusión por la de doce años de prisión, efec-
tuándose dicha notificación el 2 de enero de 1944 en
la prisión de Mérida (Badajoz). De otra parte, se alega
que la Sentencia recurrida erró al considerar Procuradora
a la Letrada y al afirmar que el pleito no fue recibido
a prueba, cuando sí lo fue.

4. Por providencia de 10 de noviembre de 2000,
la Sección Primera, tras recibir testimonio de las actua-
ciones de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, acordó admitir
a trámite la demanda, y en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC requerir a la Subdirección General
de Ordenación Normativa, Recursos e Información de
Clases Pasivas del Ministerio de Hacienda y al citado
Tribunal, para que, en el plazo de diez días, remitieran,
respectivamente, testimonio del expediente al que dio
lugar la Resolución de 14 de diciembre de 1992 y los
emplazamientos de quienes fueron parte en el recurso
núm. 1901/94, con excepción del recurrente en amparo
ya personado, para que en el plazo de diez días pudieran
comparecer en el proceso de amparo constitucional.

5. En providencia de 19 de enero de 1998, la Sec-
ción tuvo por recibidos los testimonios solicitados y por
personado al Abogado del Estado. Asimismo, y a tenor
de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, la Sección acordó
dar vista de todas las actuaciones por plazo común de
veinte días al Ministerio Fiscal, al Abogado del Estado
y a la solicitante de amparo, para que dentro de dicho
término pudieran presentar las alegaciones que estima-
ren convenientes.

6. Por escrito registrado el 10 de febrero de 1998,
en trámite de alegaciones, el Abogado del Estado inte-
resó la desestimación de la demanda.

En primer término, por cuanto el recurso de amparo
aparece tan sólo suscrito por Abogado y no por Pro-
curador, incumpliéndose, en consecuencia, lo determi-
nado en el art. 81 LOTC, y por haberse interpuesto fuera
del plazo de veinte días a que se refiere el art. 43.2
LOTC.

En segundo lugar, y en cuanto al fondo de la demanda,
razona el Abogado del Estado la ausencia de lesión del
derecho a la tutela judicial efectiva, pues ésta se sustenta
en una mera discrepancia en la apreciación fáctica con-
tenida en la Sentencia en lo relativo al tiempo de duración
de la pena a los efectos de la indemnización prevista
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en la Disposición adicional decimoctava de la Ley
4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del
Estado. En particular, argumenta que de los documentos
en los que la demanda sustenta que la estancia en prisión
del marido de la recurrente fue superior a tres años,
no deriva, sin embargo, de forma indubitada este dato,
constituyendo la valoración de los mismos una cuestión
de apreciación de la prueba carente de conexión con
el art. 24 CE. Así, de la certificación de la Junta de Liber-
tad Vigilada de 16 de junio de 1945, autorizando al
condenado a fijar su residencia en Madrid no se deduce
el reconocimiento de la duración de la estancia en pri-
sión, sino el hecho de estar cumpliendo pena de des-
tierro. Tampoco se deduce del documento de notifica-
ción de la conmutación de la pena de 2 de enero de
1944, pues el dato de que la notificación se efectuara
en la prisión de Mérida puede explicarse por la necesidad
de acudir periódicamente ante las autoridades peniten-
ciarias para acreditar el cumplimiento de la pena de
destierro.

Por último, en relación con los otros dos errores atri-
buidos a la Sentencia, se entiende que carecen de rele-
vancia constitucional. De un lado, la indicación errónea
de que la Procuradora era la Letrada pudo subsanarse
mediante el recurso de aclaración. De otro, la errónea
mención de no haberse recibido el pleito a prueba por
no haberse solicitado no supuso una limitación de la
actividad probatoria de la demandante, ya que la deman-
da sólo pretendía que se tuviera por aportada la prueba
documental acompañada a la misma y no que se prac-
ticaran otras pruebas, siendo así que el Tribunal tuvo
en cuenta y consideró la prueba documental aportada,
sin que a tal efecto fuera necesario la apertura de un
período de prueba.

7. En escrito presentado en este Tribunal el 14 de
febrero de 1998, la representación de la demandante
de amparo, ratificó la demanda en toda su extensión
y reiteró los fundamentos en que sustenta sus preten-
siones. Precisa, al efecto, que la vulneración del art. 24.1
CE se habría generado en virtud de la falta de apreciación
de una prueba por el Juzgador, en concreto del docu-
mento de 2 de enero de 1942, acreditativo de que el
difunto esposo de la demandante habría estado privado
de libertad más de tres años.

8. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado en este
Tribunal el 16 de marzo de 1998 y cumplimentando
el trámite de alegaciones, interesó la desestimación del
amparo.

En primer término, señala el Ministerio Fiscal que la
demanda puede considerarse interpuesta por la vía del
art. 43 LOTC, dado que no sólo se impugna la Sentencia
dictada en el recurso contencioso-administrativo, sino
también los actos de la Administración, pues sólo la nuli-
dad de éstos podría tener como efecto abrir la vía para
que se le reconociera a la recurrente la indemnización
solicitada. En esta hipótesis habría de considerarse que
concurre la causa de inadmisión de la demanda de la
falta de invocación en la vía judicial precedente del dere-
cho que se estima vulnerado [art. 50.1 a), en relación
con el art. 43.1 LOTC], pues en el recurso contencio-
so-administrativo sólo se alegaron cuestiones de lega-
lidad ordinaria.

En segundo término, sostiene el Ministerio Fiscal que
la demanda plantea en realidad la discrepancia con la
valoración de las pruebas aportadas en el expediente
administrativo. En todo caso, entiende que, aun siendo
cierto que la Sentencia no contiene mención del docu-
mento de notificación de la conmutación de la pena,
sin embargo, dicha ausencia no implica la omisión de
su valoración, sino el haber sido tenido por irrelevante.

En este sentido se afirma que la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo ofrece una explicación razonada de su
valoración consistente en que el penado fue excarcelado
del Centro Penitenciario de Ocaña el 18 de marzo de
1942, siendo desterrado a Mérida, de modo que el resto
de la pena de prisión la cumplió no en un Centro Peni-
tenciario, sino desterrado en dicha ciudad, de manera
que el destierro fue considerado como forma de cum-
plimiento de la prisión. Una vez cumplida la mitad de
la pena impuesta, se levantó el destierro, permitiéndosele
fijar su residencia en Madrid y condicionando la libertad
a su presentación a la correspondiente Junta de Libertad
Vigilada. Esta valoración condujo a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo a sostener que el penado no
había estado en prisión los tres años requeridos a partir
de una interpretación literal de la Disposición adicional
decimoctava de la Ley 4/1990, en el sentido de que
el requisito exigido no se refiere al cumplimiento de una
pena privativa de libertad, sino al de la prisión efectiva.

9. Por providencia de 23 de noviembre de 2000,
se fijó para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 27 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto de la presente demanda de amparo
la Sentencia de 4 de abril de 1997 de la Sección Novena
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, que desestimó el recurso
interpuesto por la demandante de amparo contra la Reso-
lución de la Dirección General de Costes de Personal
y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y
Hacienda, de fecha 14 de diciembre de 1992, deses-
timatoria, a su vez, de la petición de indemnización basa-
da en la Disposición adicional decimoctava de la Ley
4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del
Estado para 1990. La demandante de amparo alega la
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión (art. 24.1 CE), argumentando, de forma
imprecisa, que la Sentencia impugnada incurrió en gra-
ves errores manifiestos causantes de indefensión. Se sos-
tiene, como núcleo fundamental de la pretensión de
amparo, que, de los documentos obrantes en la causa
deriva que el esposo de la recurrente estuvo en prisión
un tiempo superior a los tres años exigidos por la Dis-
posición adicional decimoctava de la citada Ley 4/1990,
de 29 de junio, para causar derecho a la indemnización
en la misma prevista. Además, se alega que la Sentencia
recurrida se equivocó al considerar Procuradora a la
Letrada y al afirmar que el pleito no fue recibido a prueba,
cuando sí lo fue.

A esta pretensión se oponen tanto el Abogado del
Estado como el Ministerio Fiscal, al considerar ambos
que la demanda de amparo se sustenta en una mera
discrepancia en la apreciación fáctica, o valoración de
la prueba, realizada en la Sentencia recurrida en lo rela-
tivo al tiempo de duración de la prisión sufrida por el
esposo de la demandante de amparo. Consideran, tam-
bién, que carecen de relevancia constitucional los otros
dos errores atribuidos a la Sentencia recurrida. A estas
consideraciones sobre el contenido constitucional de la
demanda añaden otras que, al tener carácter procedi-
mental, habrán de ser examinadas en primer lugar. En
este orden de cuestiones se refiere el Abogado del Esta-
do a la falta de firma de la demanda de amparo por
el Procurador, defecto que ocasionaría el incumplimiento
de lo previsto en el art. 81 LOTC, y al carácter extem-
poráneo de la demanda de conformidad con el plazo
de veinte días establecido en el art. 43.2 LOTC. Por su
parte, el Ministerio Fiscal afirma que la demanda incurre
en la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1 a)
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en relación con el art. 43.1, ambos de la LOTC, al no
haberse invocado en la vía judicial precedente el derecho
que se estima vulnerado.

2. En cuanto a la falta de firma del Procurador ha
de señalarse que, si bien es constatable tal ausencia
en la demanda de amparo registrada en este Tribunal
el 21 de mayo de 1997, dicha omisión ha de consi-
derarse subsanada por el escrito del Procurador don José
Pérez Fernández-Turégano, registrado el 4 de julio de
1997, en el que se ratifica en la demanda interpuesta.
Igualmente ha de desecharse la extemporaneidad de
la demanda de amparo presentada el día 19 de mayo
ante el Juzgado de guardia de Madrid, si se tiene en
cuenta que la Resolución impugnada se notificó el 22
de abril de 1997. A estos efectos ha de recordarse,
de un lado, que en el cómputo del plazo de veinte días
previsto en los arts. 43.2 y 44.2 LOTC no se cuentan
los días inhábiles, siguiéndose para la determinación de
los días festivos el calendario del municipio de Madrid,
y, de otro, que constituye lugar hábil para su presentación
el Juzgado de guardia de Madrid (por todos, ATC
204/1999, de 28 de julio, FFJJ 2 y 3).

Por último, tampoco se advierte la falta de invocación
en el proceso previo del derecho a la tutela judicial efec-
tiva alegada por el Ministerio Fiscal. Ha de recordarse
que constituye doctrina consolidada de este Tribunal (por
todas, STC 201/2000, de 24 de julio, FJ 3, con extensa
cita de las anteriores) que dicho requisito no supone
de forma necesaria e inexcusable la cita concreta y numé-
rica del precepto de la Constitución en el que se proclama
el derecho o derechos supuestamente vulnerados, ni
tampoco la mención de su nomen iuris, siendo suficiente
que la invocación se realice en forma que se cumpla
la finalidad perseguida con dicho requisito, esto es, el
carácter subsidiario del recurso de amparo. En conse-
cuencia, ha de considerarse cumplido el mismo si el
planteamiento de la cuestión en la vía previa ofrece una
delimitación del contenido del derecho que se dice vul-
nerado de manera que el tema quede acotado en tér-
minos tales que hayan permitido un pronunciamiento
del órgano competente, previo al de este Tribunal. Por
ello se ha señalado que lo decisivo es que a través de
las alegaciones formuladas, de los términos en que se
ha planteado el debate procesal, o de la descripción
fáctica o histórica o de los datos o circunstancias de
hecho de la violación del derecho fundamental o del
agravio del mismo, se permita al órgano causante de
la vulneración su conocimiento para que pueda repararla,
dándole la oportunidad de que «puedan argumentar dia-
lécticamente y pronunciarse sobre la cuestión o el tema
que posteriormente puede ser tratado como causa y fun-
damento del recurso último y subsidiario de amparo»
(STC 46/1983, de 27 de mayo, FJ 4; 201/2000, FJ 3).

Pues bien, en la medida en que tanto en el recurso
de alzada como en el recurso contencioso-administrativo
la recurrente cuestionaba el cómputo realizado del perío-
do de prisión sufrido por su fallecido esposo, por con-
siderarlo erróneo con base en los mismos argumentos
y documentos en los que se fundamenta en la demanda
de amparo la existencia de un error patente lesivo del
derecho a la tutela judicial efectiva, ha de considerarse
cumplido el requisito de la previa invocación y garan-
tizado el carácter subsidiario del recurso de amparo, toda
vez que, a pesar de la ausencia de cita expresa del pre-
cepto constitucional o del nomen iuris del derecho que
se estimaba vulnerado, la cuestión fue formulada en tér-
minos que permitían su conocimiento por el órgano que,
en su caso, podía reparar dicha vulneración.

3. Como ya se ha expuesto, el núcleo fundamental
de la demanda de amparo incide en la vulneración del

derecho a la tutela judicial efectiva que se habría pro-
ducido al sustentarse las resoluciones impugnadas en
un error manifiesto cometido en el cómputo del tiempo
de duración de la prisión sufrida por don Agustín Cha-
morro, de forma que al apreciarse que éste fue inferior
a tres años se consideró que no se cumplían los requi-
sitos exigidos por la Disposición adicional decimoctava
de la Ley 4/1990, de 29 de junio, para que su viuda
tuviera derecho a la indemnización. Se alega, por tanto,
la existencia de un error patente que afecta a la apre-
ciación de los datos de la realidad condicionantes de
la resolución adoptada y que sería determinante de la
decisión, ya que, al considerar la Administración que
concurrían el resto de los requisitos exigidos por la citada
Ley para causar derecho a la indemnización, la deses-
timación de la pretensión se sustentó exclusivamente
en la falta de concurrencia de dicho requisito.

Pues bien, si bien es cierto que un error de las carac-
terísticas atribuidas al alegado podría dar lugar a la esti-
mación de la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva de conformidad con la jurisprudencia de este
Tribunal, sin embargo, ha de manifestarse desde este
mismo momento que no se advierte la existencia de
tal error.

En efecto, hemos declarado con reiteración y recor-
dado recientemente (STC 169/2000, de 26 de junio,
FJ 2) que el derecho a la tutela judicial efectiva requiere
respuestas judiciales fundadas en criterios jurídicos razo-
nables, de modo que un error notorio del juzgador puede
implicar la infracción del art. 24.1 CE, ya que, en ese
caso, la decisión judicial no puede ser calificada de razo-
nable y razonada jurídicamente, pues la aplicación de
la norma se reduciría a mera apariencia (entre las más
recientes, SSTC 25/2000, de 31 de enero, FJ 2;
96/2000, de 10 de abril, FJ 5). Ahora bien, para que
un error, en tanto que manifestación del juzgador no
ajustada a la realidad, pueda afectar al derecho a la
tutela judicial efectiva es necesario que concurran en
él ciertas características, pues no toda inexactitud o equi-
vocación del juzgador tiene relevancia constitucional.
Así, en primer término, el error ha de ser patente, mani-
fiesto, evidente o notorio, en cuanto su existencia es
inmediatamente verificable de forma clara e incontro-
vertible a partir de las actuaciones judiciales por haberse
llegado a una conclusión absurda o contraria a los prin-
cipios elementales de la lógica y la experiencia (por todas,
SSTC 219/1993, de 30 de junio, FJ 4; 162/1995, de
7 de noviembre, FJ 3; 89/2000, de 27 de marzo de
2000, FJ 2; 96/2000, FJ 5; 169/2000, FJ 2). El error
ha de ser, en segundo lugar, determinante de la decisión
adoptada, de forma que constituya el soporte único o
fundamental de la resolución, su ratio decidendi; en defi-
nitiva, se trata de que comprobada su existencia «la fun-
damentación jurídica pierde el sentido y alcance que
la justificaba y no puede conocerse cuál hubiese sido
el sentido de la resolución de no haberse incurrido en
el mismo» (STC 124/1993, de 19 de abril, FJ 3; en
el mismo sentido, entre otras, SSTC 63/1998, de 17
de marzo, FJ 2; 112/1998, de 1 de junio, FJ 2;
206/1999, de 8 de noviembre, FJ 4; 89/2000, FJ 2;
169/2000, FJ 2). Además, la equivocación debe ser
atribuible al órgano que la cometió, es decir, no impu-
table a la negligencia (SSTC 107/1987, de 25 de junio,
FJ 1; 89/2000, FJ 2; 169/2000, FJ 2) o mala fe de
la parte (STC 169/2000, FJ 2). Por último, el error ha
de producir efectos negativos en la esfera jurídica del
ciudadano (SSTC 172/1985, de 16 de diciembre, FJ
7; 190/1990, de 26 de noviembre, FJ 3; 96/2000, FJ
5; 169/2000, FJ 2). En resumen, el error ha de ser
patente, determinante de la decisión, atribuible al órgano
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que lo comete y debe producir efectos negativos en
la esfera del ciudadano.

4. En el supuesto examinado no concurre un error
de las características requeridas para alcanzar relevancia
en el marco del derecho a la tutela judicial efectiva, pues
no se trata sólo de que el error no sea patente, sino
de que pueda dudarse de la existencia misma de un
error. En efecto, como advierten el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal, estamos ante un caso de discre-
pancia en la valoración de las pruebas obrantes en el
proceso, realizada por la Administración y ratificada por
el órgano judicial, al determinar la no concurrencia del
requisito exigido por la Ley 4/1990, referido a una estan-
cia mínima en prisión de tres años.

La demanda de amparo sostiene que el difunto espo-
so de la recurrente estuvo en prisión más de tres años,
entendiendo que se trata de un dato que deriva de forma
incontrovertible de dos documentos: la notificación de
la conmutación de la pena de treinta años de reclusión
por la de doce años de prisión realizada en la prisión
de Mérida el 2 de enero de 1942 y la comunicación
de la autorización para trasladar la residencia a Madrid
una vez cumplida la mitad de la pena. Pues bien, ni
de los documentos referidos en sí mismos ni en conexión
con el resto de los documentos obrantes en la causa
deriva de forma indubitada la conclusión que pretende
la demandante de amparo.

En cuanto al primero de los documentos, el certificado
del Presidente de la Junta de Libertad Vigilada de Bada-
joz de 16 de junio de 1945, como afirma la Sentencia
recurrida en su fundamento jurídico quinto, en el mismo
no consta que don Agustín Chamorro estuviera privado
de libertad en esa fecha, sino tan sólo que se le auto-
rizaba a trasladar su residencia a Madrid. La demandante
pretende que en la medida en que en dicho certificado
se afirma también que el condenado había cumplido
en esa fecha la mitad de la pena de prisión de doce
años, ello significa que don Agustín habría estado privado
de libertad seis años. Sin embargo, esta conclusión no
es evidente. A dicha conclusión podría llegarse realizan-
do una interpretación de la Disposición adicional deci-
moctava de la Ley 4/1990 distinta de la efectuada por
la Administración y el órgano judicial que conocieron
del asunto, siendo así que ni es posible que este Tribunal
revise la interpretación de la legalidad aplicada en el
marco del error fáctico alegado, ni la misma puede con-
siderarse lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva,
pues no puede ser tachada de arbitraria ni irrazonable
a la luz del tenor literal del precepto —«quienes hubieren
sufrido privación de libertad en Establecimientos Peni-
tenciarios»—, y en atención a la neta distinción entre
el período de privación de libertad de una condena a
pena de esta naturaleza y el tiempo de estancia efectiva
en Centro Penitenciario.

En cuanto al segundo documento, la notificación de
la conmutación de la pena de 2 de enero de 1944,
tampoco resulta manifiesta la conclusión extraída por
la recurrente, ya que, ciertamente, del hecho de que
dicha notificación se efectuara en la prisión de Mérida
no deriva de forma evidente que don Agustín estuviera
recluido en dicho Centro Penitenciario en ese momento,
ni menos aún que lo estuviera desde que salió del Centro
Penitenciario Ocaña I, el 18 de marzo de 1942. Como
sostiene el Abogado del Estado, y a la vista de lo previsto
en el art. 7 de la Ley de Libertad Condicional de 23
de julio de 1914, el dato de que la notificación se efec-
tuara en la prisión de Mérida puede explicarse también
de forma razonable por la necesidad de acudir perió-
dicamente ante las autoridades penitenciarias al encon-
trarse en libertad condicional.

Pero, además, tampoco se llega de forma indubitada
a la conclusión pretendida por la recurrente si se toman
en consideración los citados documentos en conexión
con los certificados expedidos por el Subdirector de Régi-
men del Centro Penitenciario de Ocaña I de 8 de marzo
de 1991 y 10 de marzo de 1994 (al folio 11 y 30
c de las actuaciones, respectivamente), pues en el pri-
mero se certifica que don Agustín Chamorro estuvo en
prisión por un período de dos años, nueve meses y vein-
tisiete días, siendo excarcelado el 18 de marzo de 1942,
y en el segundo se acredita que ingresó en la prisión
de Ocaña I, procedente de la prisión de Toreno (Madrid),
el 29 de marzo de 1940, siendo excarcelado el día 18
de marzo de 1942 «por libertad con destierro». La Sen-
tencia recurrida en su fundamento jurídico quinto expre-
sa una valoración conjunta de estos documentos que,
aunque escueta, no puede ser tachada de fruto de un
error patente. Se afirma, de una parte, que don Agustín
Chamorro quedó en libertad condicional el 18 de marzo
de 1942, como deriva de estos documentos. Se sostiene
que este dato queda corroborado por el certificado del
Presidente de la Junta de Libertad Vigilada de 16 de
junio de 1945, pues, de un lado este certificado fue
emitido por la autoridad de Libertad Vigilada y no por
Autoridad Penitenciaria, y, de otro, en él se le autoriza
a trasladar su residencia a Madrid.

Por tanto, la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid está enten-
diendo que don Agustín fue puesto en libertad condi-
cional el 18 de marzo de 1942, que la libertad con-
dicional llevaba aparejada la prohibición de residir en
Madrid, que don Agustín estuvo residiendo en Mérida
y que el 16 de junio de 1945 se le autorizó a trasladar
su residencia a Madrid. Todo ello no sólo no puede con-
siderarse ajeno al contenido de los documentos valo-
rados, sino que además se ajusta a lo previsto en el
art. 7, párrafo 2, de la Ley de Libertad Condicional, de
23 de julio de 1914, que establecía que las Comisiones
de Libertad Condicional resolverían «en cada caso lo
más conveniente acerca de la residencia de los libe-
rados».

En definitiva, a la luz de estos documentos, y con-
siderando acreditado por todas las partes que el esposo
de la recurrente había ingresado en la prisión de Toreno
(Madrid) en condición de preventivo el 25 de mayo de
1939, no puede sostenerse que la determinación fáctica
realizada sobre el período de estancia en prisión de don
Agustín Chamorro —inferior a tres años— sea fruto de
un error, pues no es ajeno a la lógica, a la experiencia
o a los criterios de razonabilidad jurídica sostener que
el esposo de la recurrente sufrió prisión efectiva en Cen-
tro Penitenciario hasta el 18 de marzo de 1942, fecha
en la que habría sido puesto en libertad condicional.

5. Por último, y en relación con los restantes errores
atribuidos a la resolución impugnada, ha de advertirse
que su alegación resulta de escasa consistencia, habien-
do incumplido la recurrente con la carga de sustentar
sus pretensiones en una mínima fundamentación fáctica
y jurídica, pues no corresponde a este Tribunal recons-
truir de oficio las demandas, supliendo las inexistentes
razones de los demandantes (por todas STC 202/2000,
de 24 de julio, FJ 2). En particular, la demanda no expresa
las razones que pudieran avalar la vulneración pretendida
del derecho a la tutela judicial efectiva, ni en qué forma
los defectos aducidos le habrían ocasionado indefensión.
En consecuencia, ha de desestimarse la pretensión de
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva basa-
da en los mismos, teniendo en cuenta además que, como
sostiene el Abogado del Estado, el error referido al Pro-
curador no fue obstáculo para que el órgano judicial
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tomase en consideración el fondo de la pretensión de
la recurrente, y el atinente a no haberse recibido el pleito
a prueba no impidió la valoración de las pruebas pre-
sentadas por la parte, por lo que no se observa que
los defectos alegados hayan generado una minoración
efectiva de las posibilidades de alegación y defensa de
las pretensiones de la parte.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de noviembre de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

322 Sala Primera. Sentencia 282/2000, de 27 de
noviembre de 2000. Recurso de amparo
3.092/1997. Promovido por doña Adoración
Rodríguez Holguín frente a la Sentencia de
la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo que,
tras revocar las anteriores, desestimó su
demanda de protección al honor contra
«Wendy Restaurants Spain, Sociedad Anóni-
ma». Supuesta vulneración del derecho al
honor: comunicación interna de una empresa
sobre un despido disciplinario, que no veja
ni descalifica personalmente a la trabajadora
afectada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Pablo
García Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando
Garrido Falla y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.092/97 promovido
por doña Adoración Rodríguez Holguín, representada por
la Procuradora de los Tribunales doña Gloria Rincón
Mayoral, con asistencia letrada de doña Isabel López
Paños, contra la Sentencia de 30 de abril de 1997 de
la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, que declaró
haber lugar al recurso de casación interpuesto contra
la dictada por la Audiencia Provincial de Madrid el día
1 de abril de 1993, confirmando otra de 17 de enero
de 1992 del Juzgado de Primera Instancia núm. 15 de
Madrid en autos de juicio declarativo incidental núm.
1348/90. Han intervenido el Ministerio Fiscal, así como
Wendy Restaurants Spain, S.A. (en la actualidad deno-
minada Cordial S.A.), y don Jesús Antonio Casal Mínguez,
representados por el Procurador de los Tribunales don
Jorge Deleito García, con asistencia letrada de doña Car-
men Balbuena Quintano. Ha intervenido el Ministerio Fis-

cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Garrido
Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 11 de julio de 1997, la Procuradora de los Tribunales
doña Gloria Rincón Mayoral, en nombre y representación
de doña Adoración Rodríguez Holguín, interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia del encabezamiento, ale-
gando vulneración del derecho al honor, a la intimidad
y a la propia imagen (art. 18.1 CE).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) A la recurrente, que prestaba sus servicios en
la empresa Wendy Restaurants Spain, S.A., como encar-
gada de primera, se le comunicó su despido por carta
de 20 de julio de 1990, alegando ocultación a la Direc-
ción de determinados datos en orden a la celebración
de un cumpleaños en una unidad de la empresa sita
en la Puerta del Sol (Madrid), con abuso de confianza
y cometiendo un gravísimo fraude en perjuicio econó-
mico de la compañía.

Con posterioridad, el día 24 del mismo mes, el Jefe
de Personal de la empresa, don Antonio Casal Mínguez,
distribuyó a toda la plantilla una circular informativa en
la que se afirmaba que la decisión de la empresa «ha
sido obligada por la actuación de la Sra. Rodríguez en
fraude de la responsabilidad depositada en ella como
encargada de una unidad, al ocultar la información de
un cumpleaños en la unidad de Sol, que ella anterior-
mente dirigía, añadiendo al hecho de la ocultación, el
intento de lograr la complicidad en ello de un compañero,
de inferior categoría, destinado en la unidad de Sol, orde-
nándole no pasar a la oficina central la ya citada infor-
mación». A continuación añade que «Esta Dirección está
segura de que una parte de la plantilla entiende que
es importante acabar con los abusos y exigir respon-
sabilidad, empezando por los mandos, para lograr un
equipo eficaz que de una garantía de futuro a la empresa
y a la plantilla». Y finaliza diciendo: «Esta sociedad no
puede admitir actuaciones de este tipo, especialmente
en las personas que forman parte de los cuadros de
mandos, dado que dichas faltas repercuten no solo en
perjuicio de la gestión de la sociedad, sino también y
muy negativamente en el respeto que merecen todos
los empleados que están a sus órdenes».

La recurrente formuló el día 5 de agosto de 1990
demanda de despido contra Wendy Restaurants Spain,
S.A., que recayó en el Juzgado de lo Social núm.19 de
Madrid, el cual dictó Sentencia en fecha 5 de octubre
de 1990 declarando improcedente el despido de la acto-
ra. En la resolución se declara probado que la Sra. Rodrí-
guez había efectuado una reserva en el restaurante de
la Puerta del Sol con objeto de la celebración de un
cumpleaños y que ella misma procedió posteriormente
a su cancelación por creer que los juegos existentes
en esa unidad no eran aptos para el uso infantil por
encontrarse en mal estado, trasladando dicha celebra-
ción a otra unidad de Atocha sin previa reserva, donde
las consumiciones se abonaron al precio normal de venta
al público (inferior al establecido para las reservas). El
Juzgado considera correcta la actuación de la deman-
dante al no quedar probado que tratara de perjudicar
a la empresa con su actuación porque «la reserva previa,
la cancelación posterior y la celebración en otra unidad
del cumpleaños sin reserva y por lo tanto abonando con-
sumiciones a un valor inferior responde a motivaciones
legítimas de la trabajadora que no implican en absoluto
la infracción de la buena fe que debe impregnar las con-


